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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
2109 Real Decreto-ley 1/2015, de 27 de febrero, de mecanismo de segunda 

oportunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de orden social.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La economía española lleva ya algunos meses dando signos esperanzadores de 
recuperación y consolidando un crecimiento económico que, merced a las reformas 
estructurales llevadas a cabo en los últimos años, está teniendo un efecto beneficioso en 
el empleo y en la percepción general de la situación que tienen los ciudadanos, las 
empresas y las diferentes instituciones.

Pero ello no debe llevar a olvidar dos cosas: la primera es que la salida de la crisis es 
ante todo y sobre todo un éxito de la sociedad española en su conjunto, la cual ha dado 
una vez más muestras de su sobrada capacidad para sobreponerse a situaciones difíciles. 
La segunda es que todavía existen muchos españoles que siguen padeciendo los efectos 
de la recesión. Y es misión de los poderes públicos no cejar nunca en el empeño de 
ofrecer las mejores soluciones posibles a todos los ciudadanos, a través de las oportunas 
reformas encaminadas al bien común, a la seguridad jurídica y, en definitiva, a la justicia.

En este ámbito se enmarca de manera muy especial la llamada legislación sobre 
segunda oportunidad. Su objetivo no es otro que permitir lo que tan expresivamente 
describe su denominación: el que una persona física, a pesar de un fracaso económico 
empresarial o personal, tenga la posibilidad de encarrilar nuevamente su vida e incluso de 
arriesgarse a nuevas iniciativas, sin tener que arrastrar indefinidamente una losa de 
deuda que nunca podrá satisfacer.

La experiencia ha demostrado que cuando no existen mecanismos de segunda 
oportunidad se producen desincentivos claros a acometer nuevas actividades e incluso a 
permanecer en el circuito regular de la economía. Ello no favorece obviamente al propio 
deudor, pero tampoco a los acreedores ya sean públicos o privados. Al contrario, los 
mecanismos de segunda oportunidad son desincentivadores de la economía sumergida y 
favorecedores de una cultura empresarial que siempre redundará en beneficio del 
empleo.

A esta finalidad responde la primera parte de este real decreto-ley, por el cual se 
regulan diversos mecanismos de mejora del Acuerdo Extrajudicial de Pagos introducido 
en nuestra legislación concursal por la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y su internacionalización, y se introduce un mecanismo efectivo de 
segunda oportunidad para las personas físicas destinado a modular el rigor de la 
aplicación del artículo 1911 del Código civil. Conviene explicar brevemente cuáles son los 
principios inspiradores de la regulación introducida a este respecto.

El concepto de persona jurídica es una de las creaciones más relevantes del Derecho. 
La ficción consistente en equiparar una organización de bienes y personas a la persona 
natural ha tenido importantes y beneficiosos efectos en la realidad jurídica y económica. 
Mediante dicha ficción, las personas jurídicas, al igual que las naturales, nacen, crecen y 
mueren. Además, el principio de limitación de responsabilidad inherente a determinadas 
sociedades de capital hace que éstas puedan liquidarse y disolverse (o morir en sentido 
metafórico), extinguiéndose las deudas que resultaren impagadas tras la liquidación, y sin 
que sus promotores o socios tengan que hacer frente a las eventuales deudas pendientes 
una vez liquidado todo el activo.
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2.  Cuando se aplique lo previsto en el apartado 1 de este artículo, se considerará 
acreditado un número de 35 jornadas reales cotizadas a los efectos de lo establecido en:

a)  El artículo 5.1.a) del Real Decreto 5/1997, de 10 de enero.
b)  Los artículos 4.1 y 5.1.a) del Real Decreto 426/2003, de 11 de abril.

3.  En las solicitudes que se presenten en los seis meses siguientes a la entrada en 
vigor de este real decreto-ley en el ámbito territorial indicado en el apartado 1, se estará a 
lo siguiente:

a)  Para aplicar la disposición transitoria primera del Real Decreto 5/1997, de 10 de 
enero, se deberá completar un número mínimo de 20 jornadas reales cotizadas, en la 
forma prevista en dicha disposición.

b)  Para aplicar lo establecido en el apartado 2 de la disposición transitoria segunda 
del Real Decreto 5/1997, de 10 de enero, se considerará acreditado un número de 35 
jornadas reales cotizadas cuando se acredite un número igual o superior a 20 jornadas 
reales cotizadas.

CAPÍTULO III

Medidas en el ámbito de la Administración de Justicia

Artículo 11.  Modificación de La Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que se regulan 
determinadas tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto 
Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses.

La Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el 
ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses, queda modificada como sigue:

Uno.  Se modifica el artículo 4, que queda redactado como sigue:

«Artículo 4.  Exenciones de la tasa.

1.  Las exenciones objetivas de la tasa están constituidas por:

a)  La interposición de demanda y la presentación de ulteriores recursos 
cuando se trate de los procedimientos especialmente establecidos para la 
protección de los derechos fundamentales y libertades públicas, así como contra la 
actuación de la Administración electoral.

b)  La solicitud de concurso voluntario por el deudor.
c)  La presentación de petición inicial del procedimiento monitorio y la 

demanda de juicio verbal en reclamación de cantidad cuando la cuantía de las 
mismas no supere dos mil euros. No se aplicará esta exención cuando en estos 
procedimientos la pretensión ejercitada se funde en un documento que tenga el 
carácter de título ejecutivo extrajudicial de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 517 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

d)  La interposición de recursos contencioso-administrativos cuando se recurra 
en casos de silencio administrativo negativo o inactividad de la Administración.

e)  La interposición de la demanda de ejecución de laudos dictados por las 
Juntas Arbitrales de Consumo

f)   Las acciones que, en interés de la masa del concurso y previa autorización 
del Juez de lo Mercantil, se interpongan por los administradores concursales.

g)  Los procedimientos de división judicial de patrimonios, salvo en los 
supuestos en que se formule oposición o se suscite controversia sobre la inclusión 
o exclusión de bienes, devengando la tasa por el juicio verbal y por la cuantía que 
se discuta o la derivada de la impugnación del cuaderno particional a cargo del 
opositor, y si ambos se opusieren a cargo de cada uno por su respectiva cuantía.
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2.  Desde el punto de vista subjetivo, están, en todo caso, exentos de esta 
tasa:

a)  Las personas físicas.
b)  Las personas jurídicas a las que se les haya reconocido el derecho a la 

asistencia jurídica gratuita, acreditando que cumplen los requisitos para ello de 
acuerdo con su normativa reguladora.

c)  El Ministerio Fiscal.
d)  La Administración General del Estado, las de las Comunidades Autónomas, 

las entidades locales y los organismos públicos dependientes de todas ellas.
e)  Las Cortes Generales y las Asambleas Legislativas de las Comunidades 

Autónomas.»

Dos.  Se suprime el párrafo segundo del apartado 2 el artículo 6.
Tres.  Se modifica el párrafo primero del apartado 2, que queda redactado como 

sigue, y se suprime el apartado 3 del artículo 7:

«2.  Deberá satisfacerse, además, la cantidad que resulte de aplicar a la base 
imponible determinada con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior, el tipo de 
gravamen que corresponda, según la siguiente escala.»

Cuatro.  Se añade un párrafo segundo al apartado primero del artículo 8, que queda 
redactado como sigue:

«No obstante, no tendrán que presentar autoliquidación los sujetos a los que se 
refiere el apartado 2 del artículo 4.»

Disposición adicional primera.  Funciones de mediación concursal.

1.  De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5.3 y 21.1.i) de la Ley 4/2014, de 1 de 
abril, Básica de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación, 
las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación en los términos 
previstos en su normativa específica así como la Cámara Oficial de Comercio, Industria, 
Servicios y Navegación de España, podrán desempeñar las funciones de mediación 
concursal previstas en el título X de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

2.  El sistema de mediación desarrollado por las Cámaras deberá ser transparente y 
se deberá garantizar la inexistencia de conflictos de interés. A tal efecto, podrán constituir 
una comisión de sobreendeudamiento u órgano equivalente, que deberá estar compuesto, 
al menos, por una persona que reúna los requisitos exigidos por el artículo 233.1 de la 
Ley Concursal, para ejercer como mediador concursal.

3.  Sin perjuicio de las funciones señaladas anteriormente, las Cámaras Oficiales de 
Comercio, Industria, Servicios y Navegación, en los términos previstos en su normativa 
específica, así como la Cámara Oficial de Comercio, Industria, Servicios y Navegación de 
España, podrán desempeñar funciones adicionales que permitan auxiliar a los 
comerciantes en materia concursal, tales como las de asesoramiento, preparación de 
solicitudes de designación de mediador, de acuerdos extrajudiciales de pagos, 
preparación de la documentación, elaboración de listas de acreedores, créditos y 
contratos, de evaluación previa de propuestas de convenio y cuantas otras funciones 
auxiliares se consideren precisas a los efectos de facilitar los trámites en los 
procedimientos concursales que corresponda cumplir al deudor.

Disposición adicional segunda.  Remuneración del mediador concursal.

1.  La remuneración del mediador concursal se calculará conforme a las siguientes 
reglas:

a)  La base de remuneración del mediador concursal se calculará aplicando sobre 
el  activo y el pasivo del deudor los porcentajes establecidos en el anexo del Real cv
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3.  Los artículos 8 y 10 y las disposiciones transitorias segunda y tercera se dictan al 
amparo de lo establecido en el artículo 149.1.17.ª de la Constitución Española, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre el régimen económico de la Seguridad 
Social.

4.  Las disposiciones adicionales primera a quinta y la disposición transitoria primera 
se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución, que atribuye 
al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación mercantil y de legislación 
procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de 
las particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas.

5.  La disposición adicional sexta se dicta al amparo de los artículos 149.1.7.ª y 18.ª 
de la Constitución Española.

Disposición final segunda.  Desarrollo reglamentario, ejecución y aplicación.

1.  El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministros de Justicia y de Hacienda y 
Administraciones Públicas, dictará las disposiciones reglamentarias complementarias que 
sean necesarias para la aplicación de las tasas por el ejercicio de la potestad jurisdiccional 
con las modificaciones efectuadas por este real decreto-ley.

2.  Por Orden del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas se modificarán 
los modelos de autoliquidación de la tasa para adaptarlos a las reformas efectuadas en 
este real decreto-ley.

3.  Se autoriza al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través de la 
Secretaría de Estado de Administraciones Públicas, para que dicte las disposiciones, 
instrucciones y medidas que sean necesarias para el desarrollo efectivo de los procesos 
electorales a los órganos de participación y negociación colectiva de los empleados 
públicos, en el ámbito de sus competencias.

4.  Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores de esta disposición, se 
autoriza al Gobierno y a los Ministros de Justicia, Hacienda y Administraciones Públicas, 
Empleo y Seguridad Social y Economía y Competitividad, para que, en el ámbito de sus 
competencias, dicten las disposiciones reglamentarias y medidas que sean precisas para 
el desarrollo y aplicación de esta regulación legal.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.

Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 27 de febrero de 2015.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY
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